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ACCIONANTE: URIEL GONZAGA MANZO TAPASCO 
ACCIONADA: FGN Y OTRO
ASUNTO: CONCEDE AMPARO 

DERECHO DE PETICIÓN/ Falta de competencia no exime a la autoridad que recibió la solicitud de remitirla al responsable de resolverla y de informar de ello al peticionario 
“(…) la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH no cumplió con su deber constitucional de responder al accionante su derecho de petición; es decir, que el ente investigador no acató lo dispuesto en el artículo  21 de la Ley 1755 de 2015 (…) que indica que `si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente´”

Citas: Corte Constitucional, sentencia T-142 de 2012.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, cuatro (4) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.189
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Uriel Gonzaga Manzo Tapasco en contra de la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH de Bogotá.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

· El señor Uriel Gonzaga Manzo Tapasco, actuando en nombre propio, instaura acción de tutela en contra de la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH de la ciudad de Bogotá, por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición, en atención que desde el 20 de noviembre de 2015 elevó ante la mencionada Fiscalía una solicitud con el fin de que se cancele el “pendiente” judicial que le aparece por hechos ocurridos en el año 2003 y cuya investigación fue precluida a su favor sin que a la fecha haya recibido respuesta de fondo por lo cual aparece en las bases de datos de las diferentes autoridades, lo que le perjudica laboralmente. 

· Por lo anterior, solicitó: i) tutelar sus derechos fundamentales de petición, al trabajo, la vida digna, buen nombre, debido proceso, honra y dignidad humana; ii) se ordene a la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH de Bogotá que retire el pendiente que se encuentra en su contra y además ordene a la “Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada”  y a las demás entidades competentes, cancelar dicha anotación judicial para garantizar el respeto a los derechos del ciudadano y iii) se ordene realizar inmediatamente la cancelación de los “pendientes” registrados en un término no superior a 48 horas por la urgencia y la afectación causada (folio 4).

· Al escrito de tutela anexó copia de un escrito dirigido a la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH, de la cédula de ciudadanía, del carné como guarda de seguridad afiliado a Alpha Seguridad, del carné de la ARP Colpatria y certificación de la Directora de Talento Humano de Alpha Seguridad (Fls. 6-12). 

2.  ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 22 de febrero de 2016 este Despacho avocó el conocimiento de la acción de tutela, ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH de Bogotá, y vinculó al Departamento de Antecedentes Judiciales SIJIN de la Policía Nacional (folios 15-17).  

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1 DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL DE LA POLICÍA NACIONAL
El Jefe de Área de Administración de Información Criminal dio a conocer que la base de datos de la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL se alimenta a diario con las informaciones que para tal efecto tienen la obligación legal las autoridades judiciales de remitir sobre iniciación, tramitación y terminación de procesaos penales, así como de órdenes de captura y su cancelación.

Indicó que consultada la base de datos a nombre del señor Uriel Gonzaga Manzo Tapasco, identificado con la cédula de ciudadanía No.9.894.858, se observa que dentro de la información migrada por el extinto D.A.S., la orden de captura solicitada por la Fiscalía 20 de Derechos Humanos de Bogotá fue cancelada el 6/11/2003 y a la fecha se encuentra NEGATIVO para orden de captura, prueba de ello es que al consultar los antecedentes judiciales en línea a través de la página web de la Policía Nacional le genera que: “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”, de acuerdo a lo dispuesto en la Sentencia SU-458 de 2012.

Por lo anterior, consideró que no se vulneraron derechos fundamentales al accionante y solicitó que denegar la acción de tutela, toda vez que el reproche que hace el actor se generó de una falta de respuesta a su derecho de petición por parte de la Fiscalía 20 de Derechos Humanos de Bogotá. (Folio 27)
3.2. FISCALÍA SEGUNDA ESPECIALIZADA - DIRECCIÓN DE FISCALÍA NACIONAL ESPECIALIZADA – FISCAALIZADA DE DH y DIH 

Su titular informó que el señor Manzo Tapasco fue vinculado a la investigación 1746 la cual estaba a cargo de la Fiscalía 20 de esa Dirección, reasignado a la Fiscalía 51 y luego a la Fiscalía 2ª por lo cual se da respuesta a la tutela.  Por tal razón, explicó los hechos por los cuales fue investigado el actor por el delito de homicidio agravado, rebelión y terrorismo y las fiscalías que conocieron de las diligencias. 

En cuanto al derecho de petición del señor Manzo Tapasco donde solicitaba que se cancelaran los pendientes que figuraban por el proceso radicado 1746, indicó que en el expediente no se halló la decisión de preclusión de la investigación y por lo tanto, no era posible oficiar cancelando las anotaciones.   De todos modos se recurrió de manera informal a la Unidad de la Fiscalía Delegada ente el Tribunal del  Distrito Judicial para de Bogotá solicitándole copia de la decisión aludida y al respecto les contestaron que iban a verificar en sus archivos, pues tratándose de una providencia del año 2005, se debía encontrar “en archivo muerto”. 
Indicó que finalmente, en el archivo de la Dirección se halló copia del cuaderno anexo No.4 del radicado 1746 que contiene entre otras, la Resolución del 25 de julio de 2005 proferida por la Fiscalía 22 Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judici8al de Bogotá, mediante la cual de manera oficiosa se revocó la medida de aseguramiento impuesta por el delito de rebelión y otros al señor Uriel Gonzaga Manzo Tapasco, así mismo se le revocó la resolución de acusación y en su lugar se profirió resolución de preclusión de la investigación en su favor.  De tal manera, que en la fecha se ordenó la cancelación de todas las anotaciones y pendientes que le aparezcan en los archivos de los organismos de Policía Judicial. (Folio 28)
Anexó copia de los oficios Nos.311-D2 del 1º de marzo de 2016 dirigido a la Subdirección Nacional de Atención a Víctimas y Usuarios y el No.019-D2 del 1º de marzo de 2016 dirigido a la Dirección Central de Policía.  (Fls. 29-30) 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a esta Sala determinar si el despacho judicial demandado y la entidad vinculada han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el abogado del señor Uriel Gonzaga Obando Díaz, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo, o si en el caso en concreto, el motivo que llevó al actor a instaurar la presente acción, se ha superado.
4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4.  Para esta Sala es importante resaltar que el derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.4.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”
4.4.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
4.5.  DEL CASO EN CONCRETO

4.5.1. Acudió el promotor de la acción constitucional con el fin de que le sean amparados los derechos fundamentales de petición, trabajo, vida digna, buen nombre, debido proceso, honra y dignidad humana, toda vez que desde el 20 de noviembre de 2015 elevó ante la Fiscalía accionada una solicitud tendiente a que se cancele el “pendiente” judicial que le aparece por hechos ocurridos en el año 2003 y cuya investigación fue precluida a su favor, sin que a la fecha haya recibido respuesta de fondo, apareciendo aun en las bases de datos de las diferentes autoridades, lo que le perjudica laboralmente. 
4.5.2. Este Tribunal advierte que si bien es cierto la Dirección de Investigación y Criminalística e Interpol de la Policía Nacional allegó un oficio mediante el cual se acreditó que el señor Manzo Tapasco no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales, puesto que la orden de captura que había sido librada en su contra fue cancelada de manera oportuna, también lo es que la Fiscalía 20 Especializada DH y DIH de Bogotá no ha dado respuesta al requerimiento del actor elevado desde el mes de noviembre de 2015 en aras de aclarar su situación judicial frente a la empresa de vigilancia privada en la cual trabaja.
4.5.3 Además de las premisas relacionadas con respecto al derecho de petición, existe vasta jurisprudencia constitucional que de manera reiterada
 ha señalado que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario; que debe ser escrita y en todo caso cumplirá con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. (Subrayas nuestras)
4.5.4.  Significa lo anterior, que la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH no cumplió con su deber constitucional de responder al accionante su derecho de petición; es decir, que el ente investigador no acató lo dispuesto en el artículo  21 de la Ley 1755 de 2015 (Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), que  indica que “si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”
4.5.5.  Así las cosas, de acuerdo a la norma y jurisprudencia citadas, concederá el amparo al derecho fundamental de petición señor Uriel Gonzaga Tapasco vulnerado por la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH, toda vez que no ha contestado su solicitud del mes de noviembre de 2015.  En tal sentido, se emitirá la respectiva orden, para que sea resuelta dicha petición.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley
FALLA

Primero: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Uriel Manzo Tapasco.
Segundo: ORDENAR a la Fiscalía 20 Especializada de DH y DIH de Bogotá,  que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación del presente fallo, envíe una  respuesta clara, congruente y de fondo al señor Uriel Manzo Tapasco, con relación a la cancelación del “pendiente” judicial que le aparece por hechos ocurridos en el año 2003 y cuya investigación fue precluida a su favor, lo cual fue solicitado mediante petición del mes de noviembre de 2015 y que deberá ser comunicado a  la dirección: Centro Comercial Unicentro puesto de información o administración. 
Tercero: DESVINCULAR del presente trámite a la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol DIJIN.
Cuarto: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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